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Temas: 


PETICIONES A ENTIDAD PRIVADA / RESPUESTA / HECHO SUPERADO – Descendiendo al caso concreto, halla la Sala, sin perder de vista la jurisprudencia transcrita que en este asunto, ninguno de tales presupuestos está acreditado, al punto de que se permita considerar procedente la acción de tutela por la presunta violación del derecho de petición, habida cuenta de que está dirigida a una entidad privada, pero (i) ella no está incluida entre las que  eventualmente tendrían que responder como lo haría una pública, (ii) tampoco se está haciendo uso de ese derecho para proteger un derecho fundamental; y (iii) nada ubica al actor, en relación con la entidad encartada, en una situación de indefensión o subordinación.

Derrotero del cual queda claro que la acción de tutela en este caso se torna improcedente, y así ha debido declararse en primera instancia.

Sin embargo, si en gracia de discusión se aceptara que ocurre alguna de las citadas circunstancias, tampoco halla la sala conculcado el derecho de petición del actor con la contestación ofrecida por la demandada; para ello recuérdese que, el impugnante, según manifestó, considera que la respuesta ofrecida no es de fondo (f. 14, c.1), sin explicar por qué. Pero, enfrentado lo pedido (f.2, c.1), con lo contestado (f. 7, c.1), Fenascol le informó que “no ha realizado ningún convenio, contrato o prestación de servicios con Banco de Colombia”; que no puede suministrarle algunos de los datos pedios por ser de carácter privado y, por tanto, reservados, sin embargo, la informó que “que sobre las pruebas que usted pregunta de la profesionalidad de estos intérpretes, le adjunto respuesta oficial del Ministerio de Educación y del INSOR  donde se aclara que aún no se han fijado unos lineamientos para certificar la idoneidad de los intérpretes. La información y documentación requerida ostenta carácter de reservada y por tanto, Fenascol únicamente procederá a suministrar a la autoridad competente y habiendo de por medio una orden judicial que así lo decrete”. También le precisó que no ha contratado este año los servicios de intérpretes con los colegios distritales”.

De todo lo cual se encuentra que, si bien la respuesta no fue oportuna, lo que quedó absuelto durante el trámite de primera instancia, motivo por el cual se declaró superado el hecho que dio origen a la acción de tutela, aquella ya fue notificada al actor (f. 8), es de fondo y congruente con lo pedido, sin que, pueda impedírsele a la demandada hacer uso de la facultad de reserva documental, de la que por su calidad de privada, dispone. En tal sentido recuérdese lo explicado por la alta Corporación Constitucional ;
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Acta Nro. 177 de mayo 24 de 2018
  



Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el accionante contra la sentencia del  4 de mayo último, proferida por el Juzgado Tercero de Familia local, en esta acción de tutela que Javier Elías Arias Idárraga, inició contra la Federación Nacional de Sordos de Colombia (FENASCOL).

  


ANTECEDENTES
  



El señor Javier Elías Arias Idárraga acude a este especial mecanismo en procura del amparo al derecho de petición que estima conculcado por la Federación Nacional de Sordos de Colombia (FENASCOL).




En su escrito aduce que su solicitud no le fue respondida y, tras citar apartes jurisprudenciales sobre los requisitos que debe contener la contestación, pidió que se le ordene a la Federación Nacional de Sordos de Colombia “FENASCOL” que proceda de conformidad. 
  



El Juzgado de primer grado admitió la acción y corrió traslado por el término de tres días. 




La accionada  se opuso a la prosperidad de las pretensiones y argumentó en torno al hecho superado, en virtud a la contestación que ofreció y notificó al accionante el 26 de abril de 2018, adicionalmente afirmó que parte de la información solicitada es de carácter privado, por lo que no es posible ofrecerla al accionante.
  



Impugnó el demandante, quien expresa que la referida contestación no es de fondo.

CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

En uso de tal prerrogativa Javier Elías Arias Idárraga, hizo valer el derecho fundamental de petición, cuyo núcleo principal consiste en que las autoridades, o algunos particulares, respondan en tiempo y de manera concreta y exacta sobre lo que se les reclama; positiva o negativamente, pero en forma clara y completa, si bien no es posible por este medio imponer el sentido de la decisión que deba adoptar el sujeto pasivo de la petición; y, adicional a ello, que cumplan el deber de enterar al solicitante de la respuesta que se le brinda, pues, de lo contrario ningún efecto produciría.

Cabe señalar, primeramente, que aunque la competencia en este caso radicaba en un Juzgado Municipal, por virtud de la regla 1ª del artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1° del Decreto 1983 de 2017, ya que se dirige contra un particular, es lo cierto que, en los términos del parágrafo 2° de esa misma norma, aunque no se dijera así en el auto que admitió la acción, por habérsele repartido al Juzgado Tercero de Familia, le correspondía asumir su conocimiento. 
 



Ahora bien, como lo que aquí se discute, toca con una petición elevada, precisamente, ante FENASCOL
, habrá de recordarse lo recientemente recogido por la jurisprudencia
 sobre el ejercicio de derecho de petición frente a particulares:
En relación con el derecho de petición frente a particulares, la jurisprudencia de esta Corporación ha precisado que para su procedencia se debe concretar al menos uno de los siguientes eventos:

(i) La prestación de un servicio público o el desempeño funciones públicas.  Al respecto, se destacan las entidades financieras, bancarias o cooperativas, en tanto que se trata de personas jurídicas que desempeñan actividades que son consideradas servicio público
. De la misma manera, se incluyen las universidades de carácter privado, las cuales prestan el servicio público de educación
. También se destacan las actividades de los curadores urbanos, quienes son particulares encargados de la verificación del cumplimiento de la normatividad urbanística o de edificación
. En estos eventos, el derecho de petición opera como si se tratase de una autoridad y, por consiguiente, al ser similar la situación y la calidad del particular a una autoridad pública, está en la obligación de brindar respuesta a las peticiones presentadas, siguiendo lo estipulado en el artículo 23 de la Constitución Política
.

(ii) El ejercicio del derecho de petición como medio para proteger un derecho fundamental.

(iii) En aquellos asuntos en los cuales exista una relación especial de poder entre el peticionario y la organización privada. Al respecto, la Ley 1755 de 2015 dispuso que el citado derecho se podía ejercer ante personas naturales cuando frente a ellas el solicitante se encontrara en: (i) situaciones de indefensión o subordinación o, (ii) la persona natural se encuentre ejerciendo una función o posición dominante frente al peticionario[10].

Descendiendo al caso concreto, halla la Sala, sin perder de vista la jurisprudencia transcrita que en este asunto, ninguno de tales presupuestos está acreditado, al punto de que se permita considerar procedente la acción de tutela por la presunta violación del derecho de petición, habida cuenta de que está dirigida a una entidad privada, pero (i) ella no está incluida entre las que  eventualmente tendrían que responder como lo haría una pública, (ii) tampoco se está haciendo uso de ese derecho para proteger un derecho fundamental; y (iii) nada ubica al actor, en relación con la entidad encartada, en una situación de indefensión o subordinación.

Derrotero del cual queda claro que la acción de tutela en este caso se torna improcedente, y así ha debido declararse en primera instancia.

Sin embargo, si en gracia de discusión se aceptara que ocurre alguna de las citadas circunstancias, tampoco halla la sala conculcado el derecho de petición del actor con la contestación ofrecida por la demandada; para ello recuérdese que, el impugnante, según manifestó, considera que la respuesta ofrecida no es de fondo (f. 14, c.1), sin explicar por qué. Pero, enfrentado lo pedido (f.2, c.1), con lo contestado (f. 7, c.1), Fenascol le informó que “no ha realizado ningún convenio, contrato o prestación de servicios con Banco de Colombia”; que no puede suministrarle algunos de los datos pedios por ser de carácter privado y, por tanto, reservados, sin embargo, la informó que “que sobre las pruebas que usted pregunta de la profesionalidad de estos intérpretes, le adjunto respuesta oficial del Ministerio de Educación y del INSOR
 donde se aclara que aún no se han fijado unos lineamientos para certificar la idoneidad de los intérpretes. La información y documentación requerida ostenta carácter de reservada y por tanto, Fenascol únicamente procederá a suministrar a la autoridad competente y habiendo de por medio una orden judicial que así lo decrete”. También le precisó que no ha contratado este año los servicios de intérpretes con los colegios distritales”.
De todo lo cual se encuentra que, si bien la respuesta no fue oportuna, lo que quedó absuelto durante el trámite de primera instancia, motivo por el cual se declaró superado el hecho que dio origen a la acción de tutela, aquella ya fue notificada al actor (f. 8), es de fondo y congruente con lo pedido, sin que, pueda impedírsele a la demandada hacer uso de la facultad de reserva documental, de la que por su calidad de privada, dispone. En tal sentido recuérdese lo explicado por la alta Corporación Constitucional
;
4.4. La Ley 1755 de 2015 es una ley estatutaria y por lo mismo, el proyecto de articulado fue sometido a control previo ante la Corte Constitucional, por medio de la Sentencia C-951 de 2014.

 El análisis de la Corte recogió la jurisprudencia sobre derecho petición ante particulares ya referida en este fallo, afirmando desde el inciso primero del artículo 32 de la ley, que el ejercicio de ese derecho corresponde a las mismas reglas del derecho de petición ante autoridades públicas, de modo tal, que la petición puede ser presentada de modo verbal, escrito o por cualquier modo idóneo, y que el particular queda sujeto al término para responder peticiones en interés general y particular de quince (15) días hábiles; peticiones de información, diez (10) días hábiles; y peticiones de consulta treinta (30) días hábiles.

Como precisión alrededor de los casos en que se alega la reserva de documentos, la Corte dijo que “fue voluntad del legislador que al derecho de petición ante particulares no le aplicaran las reglas de la insistencia en caso de reserva documental, en la medida en que este recurso es conocido por la jurisdicción de lo contencioso administrativo y no se estableció un procedimiento para ello, por cuanto ello hace parte de otras leyes que de manera especial regulan la materia”
.

La Corte declaró la constitucionalidad del inciso tercero del artículo 32, que faculta a las entidades privadas a invocar la reserva de información, precisando que “el artículo 24 relativo a las reservas que se encuentran en el Capítulo II, se encuentra excluido del derecho de petición ante particulares”
, señalado además, que los particulares están habilitados para invocar las reservas contempladas en otras leyes que regulan la materia de manera especial, como pueden serlo la Ley Estatutaria de Habeas Data 1266 de 2008 y la Ley de Protección de Datos 1581 de 2012, entre otras normas.

Se reitera que en este evento, algunos de los requerimientos que hizo el accionante fueron respondidos con apoyo en lo reservado de la información pedida, y el accionante sobre ese particular ninguna discusión ha planteado. Solo atinó a decir que la respuesta no era de fondo, cuando ello no corresponde a la verdad. 
Ahora, tampoco podrá exigírsele a la entidad que adapte su respuesta a la suerte del accionante, porque si en algo ha sido enfática y pacífica la jurisprudencia patria
, es en que la garantía del derecho fundamental de petición no implica necesariamente que la respuesta ofrecida por el demandado sea favorable a los intereses del peticionario, siempre y cuando, como se dijo, aquella sea oportuna, de fondo y congruente. 
  



Así que, una cosa es que se deje de resolver materialmente lo pedido, y otra diversa que se pretenda forzar la manera en que debe darse la respuesta, lo que alteraría la naturaleza misma del derecho que nos ocupa. 




En tal orden de ideas, y como en primera instancia se despachó desfavorablemente el amparo, dicha providencia se prohijará, con una pertinente modificación en cuanto debió declararse en principio improcedente, al margen de que se hubiera declarado superado el hecho que le dio origen. 
DECISIÓN

  



Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, MODIFICA la sentencia del 4 de mayo de 2018, proferida por el Juzgado Tercero de Familia local, en esta  acción de tutela que Javier Elías Arias Idárraga, inició contra la Federación Nacional de Sordos de Colombia “FENASCOL”, en el sentido de declararla IMPROCEDENTE.
    



Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

  



Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                         DUBERNEY GRISALES HERRERA

     Con salvamento de voto



� FEDERACIÓN NACIONAL DE SORDOS DE COLOMBIA – FENASCOL ESTATUTOS ÚLTIMA VERSION 2017 CAPITULO I,


NOMBRE, NATURALEZA JURÍDICA, DOMICILIO, DURACIÓN Y OBJETO ARTÍCULO PRIMERO.- NATURALEZA JURÍDICA Y DENOMINACIÓN.- La FEDERACIÓN NACIONAL DE SORDOS DE COLOMBIA, cuya sigla es “FENASCOL”, es un organismo no gubernamental con estructura de corporación de segundo grado, sin ánimo de lucro y de beneficio social, que se rige por las normas del derecho privado, constituida por asociaciones de sordos de carácter municipal, distrital, departamental o regional. La Federación se rige por la constitución y leyes colombianas, por sus estatutos y reglamentos y por los principios universales que rigen este tipo de organizaciones. (Extraído de � HYPERLINK "https://www.fenascol.org.co/images/dian/PERSONERIA_JURIDICA_1.pdf" �https://www.fenascol.org.co/images/dian/PERSONERIA_JURIDICA_1.pdf�) (Resalta la Sala).


� Sentencia T-077 de 18


� Sentencia T-146 de 2012.


� Sentencia T-808 de 2012.


� Sentencia C-984 de 2010.


� Sentencia C-951 de 2014.


� Ese anexo es visible a folio 6 del cartulario


� Sentencia T-487/17


� La norma en mención establece que Cuando no fuere posible atender la consulta dentro de dicho término, se informará al interesado, expresando los motivos de la demora y señalando la fecha en que se atenderá su consulta, la cual en ningún caso podrá superar los cinco (5) días hábiles siguientes al vencimiento del primer término.





� Sentencias T-259 de 2004,  T-814 de 2005,  Sentencia T-146/12, Sentencia T-369/13, entre otras
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